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Boletín N° 1020-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.700 sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en lo relativo a las normas sobre apoderados de mesa y vocales.

_________________________________________________________

Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en  moción de los Diputados  Ribera, don Teodoro; Alvarez-Salamanca, don Pedro Pablo; Cristi, doña María Angélica; Galilea, don José Antonio; García, don René; García, don José; Hurtado, don José María; Prochelle, doña Marina, y Prokurica, don Baldo.


Idea matriz o fundamental.

La idea matriz o fundamental del proyecto es adecuar la normativa sobre vocales de Mesa y apoderados en los plebiscitos y elecciones de  Presidente de la República y de Parlamentarios,  contenida en la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, efecto para el cual  se modifican sus artículos 40 y 160.


Por extensión, esta nueva normativa será también aplicable a la designación de vocales de Mesa y apoderados en las elecciones y plebiscitos municipales, pues  la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, dispone, en su artículo 97,  que rigen en esta materia las disposiciones de la ley N° 18.700.

Legislación vigente y fundamentos de la iniciativa.



-- Los vocales de mesas.


Las Mesas Receptoras de Sufragios están conformadas por "vocales", que son designados por las Juntas Electorales.


El artículo 40 de la ley N° 18.700  señala quiénes no pueden ser vocales de mesa: "las personas que sean candidatos en la elección de que se trate, sus cónyuges y sus parientes consanguíneos o afines en toda la línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive; las personas que desempeñen cargos de representación  popular; los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces letrados y los de Policía Local; los Jefes Superiores de Servicio y Secretarios Regionales Ministeriales; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública en servicio activo. Tampoco podrán serlo los extranjeros, los no videntes, los analfabetos y aquellos que hayan sufrido condena por delitos contemplados en cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público..."


En opinión de sus autores, la nueva estructura comunal y regional recientemente implementada en el país -- por leyes Nos. 18.695, Orgánica Constitucional sobre Municipalidades, y 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional -- obliga a adecuar ciertas normas que hacen mención indirecta a ellas, como el artículo 40 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que exceptúa a algunas personas de la carga pública de ser vocal de mesa. En particular, les parece que, en esa excepción, debe incorporarse a los miembros de los Consejos Regionales, para situarlos en una situación similar a la de otras autoridades.


A mayor abundamiento, agregan que resulta aun más palpable la adecuación legal que proponen, si se considera que la finalidad de la norma que se comenta es exceptuar de la carga pública a determinadas autoridades, como también garantizar  mayor imparcialidad de aquellos que juegan un papel importante en el desarrollo de cada elección, como son los componentes de una mesa.


Sobre el mismo tema de los vocales de mesa, destacan que el  artículo 40 dispone, también,  que no podrán ser vocales, entre otros, los "Alcaldes". Dado que la totalidad de los Alcaldes son ahora "cargos de representación popular", no cabe considerarlos en forma separada, como lo hace la disposición en comento.


-- Apoderados.

De acuerdo con  el artículo 159 de la ley N° 18.700, cada uno de los partidos que participe en una elección y los candidatos independientes, pueden designar un apoderado con derecho a voz, pero sin voto, para que asista a las actuaciones que establece esta ley de las respectivas juntas electorales, mesas receptoras, colegios escrutadores y oficinas electorales que funcionen en los recintos de votación. El mismo derecho tendrán los partidos políticos y los parlamentarios independientes en los plebiscitos nacionales. Tratándose de plebiscitos comunales, este derecho sólo corresponderá a las organizaciones comunitarias y actividades relevantes de la respectiva comuna o agrupación de comunas.


El artículo 160 de la misma ley previene que "Para ser designado apoderado se requiere ser ciudadano, tener inscripción electoral vigente, no estar afectado por alguna de las inhabilidades a que se refiere el artículo 40 y no haber sido condenado por delitos sancionados en esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio".


Los autores de la moción no encuentran lógico que se utilice la enumeración que consagra el artículo 40, que exceptúa de asumir una carga pública, como inhabilidad para desempeñar los cargos de apoderados.
En los casos de los apoderados,  no estaría en juego garantizar la imparcialidad de los participantes en el acto electoral, sino que la defensa de intereses políticos disímiles. De por sí, siendo las elecciones expresión de la voluntad política de la ciudadanía, la simple aplicación del artículo 40 inhabilita a un número considerable de personas, con amplia vocación política, de la posibilidad de ser apoderados, igual que a otras unidas por lazos familiares con los candidatos,  que, por lo mismo, defenderán con interés los derechos de sus representados.


Para obviar el problema, proponen restringir las inhabilidades, con el fin de permitir que personas de confianza de los candidatos y de los partidos puedan ser apoderados de las diversas candidaturas.


Discusión general y particular.


Por acuerdo de la Comisión y atendida la simplicidad del proyecto, se procedió a su discusión en general y en particular a la vez.


Después de escuchar las argumentaciones a favor de esta iniciativa legal y de analizar sus fundamentos y su concordancia con el régimen normativo nacional sobre  el Sistema Electoral Público, vuestra Comisión, procedió a aprobarlo, en general, por la unanimidad de los señores Diputados presentes.


De la misma forma, procedió luego a aprobarlo en particular, con algunas adecuaciones formales que se recogen en el texto que se propone al final de este informe.


Constancias reglamentarias.


Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar de que el artículo único del proyecto ha sido calificado como norma de carácter orgánico constitucional; que  no hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda; que el proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, y que no hay artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.


Texto del proyecto.


En mérito de las consideraciones expuestas y por las que os dará a conocer, en su oportunidad, el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente

Proyecto de ley:



"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) Sustitúyese en el artículo 40, la expresión 'Gobernadores y Alcaldes' por la de 'Gobernadores y Consejeros Regionales'.



b) Sustitúyese el artículo 160, por el siguiente:


'Artículo 160.- Para ser designado apoderado, se requiere ser ciudadano, tener inscripción electoral vigente y no haber sido condenado por delitos sancionados por esta ley o por cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público. Esta última condición se presumirá siempre existente mientras no se pruebe lo contrario ante el Presidente de la respectiva Junta, Mesa o Colegio.


'Con todo, no podrán ser designados apoderados los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y Alcaldes; los magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los jueces letrados y los de Policía Local; los Jefes Superiores de Servicio; el Contralor General de la República ni los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Públicas en servicio activo. Tampoco podrán serlo los extranjeros, los no videntes, los analfabetos y aquellos que hayan sufrido condena por delitos contemplados en cualquiera de las leyes que regulan el Sistema Electoral Público.'


Se designó Diputado Informante al señor Ribera, don Teodoro.


SALA DE LA COMISION, a 17 de mayo de 1994.


Acordado en sesión de igual fecha, con asistencia de los señores Elgueta (Presidente), Chadwick, Espina, Luksic, Pérez Lobos, Ribera y Walker.

Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión

�El artículo 18 de la Constitución establece que habrá un sistema electoral público y que una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por la Constitución.


El Tribunal Constitucional ha estimado  que la palabra "una" empleada por el constituyente no expresa la idea de cantidad sino de "calidad", es decir, que todas las materias regidas por el artículo 18 son de naturaleza orgánica constitucional y pueden ser contenidas en una o más leyes de ese carácter.


El término "sistema electoral" ha sido empleado en un sentido amplio, siendo comprensivo de la regulación de los registros que la ley pudiera establecer, de las inscripciones en ellos, de los actos electorales y plebiscitarios mismos, de los reclamos que pudieran presentarse, de los escrutinios, del servicio o entidad que tendrá a su cargo el sistema, además de otras materias afines consideradas como elementos complementarios esenciales o indispensables.


En la práctica, la regulación del sistema electoral público se ha hecho en leyes diferentes, entre las cuales cabe mencionar la N° 18.566, sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, la N° 18.583, sobre la Planta del Servicio Electoral, y la N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios.








